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1. INTRODUCCIÓN 

La revisión de la jurisprudencia ambiental de este semestre se centra en tres 

casos que ordenamos de mayor a menor interés desde la perspectiva de la 

legislación sectorial y de protección de determinados bienes ambientales. En 

primer lugar, tenemos una sentencia sobre procedimiento de creación de áreas 

de protección de zonas marinas y preservación de los recursos pesqueros, con 

el análisis de la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de las Islas 

Baleares núm. 45/2017, de 31 de enero. Seguidamente, en la Sentencia del 

Tribunal Superior de Justicia de las Islas Baleares núm. 102/2017, de 7 de 

marzo, analizaremos una interesante sentencia que establece el criterio de 

proporcionalidad en la implantación de tasas para el tratamiento de residuos, 

con especial atención a la internalización del coste de la gestión en todo el 

proceso. Finalmente, veremos cómo trata el Tribunal la cuestión de los límites 

del alcance de los proyectos de urbanización, considerando también el control 

ambiental en la fase de elaboración, en su Sentencia núm. 127/2017, de 28 de 

marzo. 
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2. PROTECCIÓN DE ÁREAS MARINAS Y PRESERVACIÓN DE LOS 

RECURSOS PESQUEROS, LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE 

JUSTICIA DE LAS ISLAS BALEARES NÚM. 45/2017, DE 31 DE ENERO (ID. 

CENDOJ 0704033001207100025) 

El pleito en cuestión trata sobre el recurso interpuesto por la Federación Balear 

de Actividades Subacuáticas contra el Decreto autonómico 41/2015, de 22 de 

mayo, por el que se regulan las actividades de extracción de flora o fauna 

marina y las actividades subacuáticas en las reservas marinas de las aguas 

interiores del litoral de les Illes Balears. El Decreto fue publicado en el BOIB 

núm. 77, de 23 de mayo de 2015. 

La actora pretende un pronunciamiento de nulidad de la totalidad del Decreto y, 

subsidiariamente, de nulidad parcial, que afectaría solo a la disposición 

adicional única. Los motivos que argumenta la demandante podrían resumirse 

de la forma siguiente: ausencia del correspondiente trámite de audiencia; 

inexistencia de motivación en la regulación normativa para la ampliación de la 

Reserva Marina dels Freus de Ibiza y Formentera; incongruencia de la 

prohibición de pesca submarina en la Reserva Marina dels Freus de Ibiza y 

Formentera frente al régimen de autorización de pesca submarina regulado en 

las reservas marinas de la isla de Mallorca; discriminación entre la prohibición 

de la pesca submarina con relación a la posible autorización de la pesca 

profesional de artes menores y la pesca recreativa de caña en las reservas; 

inclusión de regulación contraria a los usos tradicionales en materia de 

actividades marítimas; y regulación lesiva a los intereses económicos que 

generan las actividades de pesca recreativa. 

La sentencia va desmontando uno a uno los argumentos de la demandante 

para concluir con la desestimación de la demanda, y, como veremos, lo hace 

siguiendo el mismo orden de los planteamientos de la Federación, tratando con 

más profundidad los aspectos más relevantes. 

Por una parte, el Tribunal argumenta que, si bien no llegó a practicarse el 

trámite de audiencia (por un error en la dirección postal) con relación a la 

Federación recurrente, es cierto que la diligencia se intentó y que se materializó 

un muy amplio trámite de consulta a administraciones y entidades del conjunto 
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de las Islas Baleares. A ello debe añadirse que el contenido del Decreto se 

planteó en el seno de la Comisión de Seguimiento de la Reserva Marina dels 

Freus de Ibiza y Formentera y en el Consejo Pesquero, órganos colegiados en 

los que la Federación tiene representación. 

Por otra, el Tribunal juzga que la audiencia a la Federación era potestativa y no 

preceptiva, de conformidad con lo previsto en los artículos 43 y 44 de la Ley 

4/2001, de 14 de marzo, del Gobierno de las Illes Balears. Sin embargo, 

también analiza el Tribunal lo siguiente: 

Decíamos en la Sentencia 443/2014 de 22 septiembre que “el artículo 105 

a) de la Constitución se refiere al trámite de audiencia como una de las 

garantías básicas en el curso del procedimiento de elaboración de las 

disposiciones generales emanadas de la administración que afecten a los 

ciudadanos a través de las organizaciones reconocidas por la Ley. 

Pues bien, la audiencia constituye así un requisito esencial para la validez 

del resultado del procedimiento, teniendo por objeto no solo hacer valer por 

los interesados la defensa de los derechos e intereses que correspondan, 

sino también facilitar el acierto en la elaboración de la disposición que 

corresponda a la vista de las propuestas de modificación del texto 

inicialmente propuesto. En este caso es importante esa audiencia por 

cuanto el ejercicio de la pesca submarina queda prohibida en las zonas de 

ampliación de la reserva. Y corresponde a la Federación balear de 

Actividades Subacuáticas la defensa de los derechos de los deportistas 

federados que practican pesca submarina. 

La audiencia es un derecho constitucional de configuración legal y el 

incumplimiento de ese trámite acarrea la nulidad de la disposición en 

cuestión, como determina el Tribunal Supremo, por todas, en sentencias 

de 13 de noviembre de 2000, 15 de julio de 2003, 9 de junio de 2004 y 6 

de octubre de 2005”. 

Pues bien, tenga la Asociación el carácter de voluntaria que ahora 

recuerda la Administración, no lo es menos que vincula a la Administración 

la teoría de los actos propios. Y si eligió en aquel momento que la FBDAS 

tuviera la condición de interesada porque le dio trámite de audiencia, no 

puede ahora negársela y decir que es indiferente que no recibiera la 

notificación. 



JM. Gómez González  RCDA Vol. VIII Núm. 1 (2017) 

 4 

Ahora bien, dicho ello, no cabe duda a esta Sala que al fin la parte sí tuvo 

conocimiento de esa regulación y pudo argumentar al respecto, no sólo en 

cuanto al texto que la Administración remitió al Consejo Pequero, en el 

modo y forma que lo hizo tal y como detalla el Consell Consultiu, en cuya 

reunión sí estuvo presente el legal representante de la FBDAS, 

observándose del Acta aportada que se trató la presentación del Decreto 

que regula el marisqueo profesional y recreativo en las Islas Baleares 

repasando los aspectos fundamentales del contenido del Decreto; 

igualmente se trató la presentación de la propuesta de Decreto de 

homogeneización normativa de las reservas marinas y otros temas tales 

como el turismo pesquero y el Decreto de primera venta de productos 

pesqueros. Pero además la FBDAS es miembro nato en la Comisión de 

seguimiento dels Freus y esa comisión sí recibió la notificación y trámite de 

audiencia, notificación en la que se indicaba una página web y una clave 

de acceso en donde, esta vez sí, aparecía el texto del proyecto. Si no fue a 

esa reunión, como así parece, no por ello se le privó de audiencia, que es 

de lo que aquí tratamos. 

En definitiva, a pesar de lo infructuoso de la notificación remitida a FBDAS 

no cabe duda a la Sala que esa parte llegó a tener conocimiento de esa 

regulación y además participó en la reunión del Comité Pesquero y hubo 

discusión en torno a esa cuestión. Por ello no constituye una causa de 

nulidad por vulneración del trámite de audiencia del artículo 43 de la Ley 

4/2001. 

Por lo tanto, este aspecto formal de la impugnación, que era el que más 

posibilidades de prosperar podía tener, cierra buena parte de las expectativas 

de la reclamante. 

Los aspectos de fondo no corrieron mejor suerte. En este sentido, la falta de 

motivación en la regulación normativa para la ampliación de la Reserva Marina 

dels Freus de Ibiza y Formentera queda en entredicho cuando se comprueba 

que la legislación otorga al Govern la plena potestad para ordenar y limitar las 

actividades en las aguas interiores y para establecer las delimitaciones de 

zonas protegidas en el marco y con el equilibrio que exige el artículo 45 de la 

Constitución, artículo que se incluye en los principios rectores de la política 

social y económica, cuyo conocimiento, respeto y protección informarán la 

legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. 
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Así, el Tribunal considera que: 

La Comunidad Autónoma de les Illes Balears, en aguas interiores, es 

competente conforme al artículo 8 de la ley 6/2013 de 7 de noviembre de 

Pesca marítima, marisqueo y acuicultura de les Illes Balears y artículo 7 

del Decreto 91/1997 de 4 de julio para crear reservas marinas cuya 

finalidad son la limitación “de una forma u otra de la explotación de los 

recursos marinos vivos bien para incrementar el alevinaje y fomentar la 

proliferación de las especies marinas objeto de explotación, o bien para 

proteger ecosistemas marinos con características ecológicas 

diferenciadas”. El artículo 8-3 de la ley 6/2013 establece: “Puede ser objeto 

de regulación en el seno de las reservas marinas cualquier actividad que 

pueda afectar a los recursos marinos vivos, y necesariamente deben serlo 

todas las actividades de extracción de flora o fauna marinas y las 

actividades subacuáticas”. 

Igualmente, con relación a la incongruencia de la prohibición de la pesca 

submarina en una u otra reserva o a la discriminación que ello pudiera suponer 

respecto al trato diferenciado entre pesca submarina y otras artes pesqueras, el 

Tribunal argumenta que todas las alegaciones de arbitrariedad que expone la 

demanda buscan en realidad justificar que la pesca submarina no supone una 

competencia a la actividad profesional de la Cofradía de Pescadores. En el 

pleito se ha probado que, si la diferencia de capacidad extractiva entre una y 

otra modalidad es abultada, por limitarse en el caso de la subacuática a una 

captura de 5 kg por licencia y día, como así regula el Decreto 34/2014, de 1 de 

agosto, aparentemente la pesca submarina no puede ser considerada una 

verdadera competidora de la pesca profesional de artes menores. El fondo de 

la cuestión, a juicio del Tribunal, es en realidad otro: 

Es cierto que el artículo 6 prohíbe en las reservas marinas la actividad 

recreativa subacuática a excepción de las reservas expresamente 

enumeradas en dicho artículo. En la isla de Ibiza, a pesar de esa 

ampliación de la reserva dels Freus, la propia parte admite que aún queda 

una superficie equivalente al 50% para poder realizar inmersiones y 

actividades recreativas subacuáticas. En definitiva la parte no demuestra 

en el debate que exista una actuación discriminatoria hacia esa concreta 

actividad. 
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Por el contrario, afirma el Tribunal, la Administración busca y pretende 

únicamente el cuidado y la protección del fondo marino. Para ello, afirma que 

es un hecho notorio, y por ello conocido por la Sala, que la pesca recreativa de 

caña no tiene el mismo impacto en el fondo marino que la actividad 

subacuática, que permite el contacto directo del buceador con el fondo marino 

y una mayor interacción con el medio a preservar. De ahí que esa actividad 

presente más restricciones que la actividad recreativa de superficie, aunque 

esta última pueda suponer una mayor carga extractiva que la subacuática. En 

definitiva, se considera que el impacto en su conjunto de la actividad 

subacuática puede resultar mayor dentro del ámbito de una reserva marina. 

Así, como conclusión final el Tribunal considera: 

Por último, la motivación incluida por la Administración con posterioridad al 

dictamen 37/2015 del Consell Consultiu explica que el artículo 28.2 del 

Acuerdo del Consell de Govern de 24 de mayo de 2002 que aprobó el 

PORN de Ses Salines d'Eivissa i Formentera y el artículo 11.2 del Plan 

Rector de uso y Gestión del Parque Natural de Ses Salines aprobado por 

Decreto 132/2005 de 23 de diciembre ya indican que ha de promoverse la 

inclusión dentro de la Reserva Marina de los Freus de Ibiza y Formentera 

de un Polígono que abarque el entorno marino que rodea los islotes de Es 

Malvins, S'Esponja y Es Daus, y se propone esa ampliación de la reserva 

marina de los Freus. Por lo tanto no es una actuación arbitraria de la 

Administración, sino que responde a una actuación previamente 

planificada y acordada en su día. 

Todo ello conduce al TSJIB a determinar que procede desestimar íntegramente 

el recurso contencioso y declarar el Decreto 41/2015, de 22 de mayo, ajustado 

a derecho. 

La sentencia resulta así interesante por el hecho de recoger el principio de 

ponderación de los valores ambientales frente a los recreativos y económicos, 

siguiendo una larga tradición de la doctrina del Tribunal Constitucional y del 

Tribunal Supremo. En este caso se han primado claramente estos objetivos de 

protección y conservación del medio. 
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3. SOBRE LA INSTAURACIÓN DE TASAS PARA EL TRATAMIENTO DE 

RESIDUOS Y EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD EN EL COSTE. LA 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LAS ISLAS 

BALEARES NÚM. 102/2017, DE 7 DE MARZO (ID. CENDOJ 

07040330012017100100) 

Uno de los problemas ambientales de mayor calado en el Occidente 

desarrollado es el de la generación de residuos y su tratamiento, una gestión 

que tiene unos costes asociados muy elevados y que, en un marco legislativo 

que no tiende a la reducción sino a la recuperación y el reciclado, se plantea 

muy a menudo como un problema de quién ha de costear el gasto que supone 

el sistema implantado. En las Islas Baleares, el municipio de Calvià ha sido 

pionero en el campo de la implantación de sistemas segregados de recogida 

de residuos y de un tratamiento que se ha tomado con frecuencia como un 

ejemplo a seguir. 

Sin embargo, sostener un buen sistema de recogida y tratamiento de residuos 

tiene unos costes, y por ello, ya en su día, el municipio implantó unas 

ordenanzas que no superaron el test judicial. Me refiero a las anuladas por la 

Sentencia núm. 602/2014, de 25 de noviembre, que declaró nulas las dos 

ordenanzas aprobadas por Acuerdo plenario de 22 de diciembre de 2011 

(BOIB, núm. 194, de de 29 de diciembre de 2011) —nulidad que fue reiterada 

por Sentencia núm. 630/2014, de 16 de diciembre, ambas dictadas en los rollos 

de apelación núm. 162/2014 y núm. 183/2014, respectivamente—, y por la 

Sentencia núm. 382/2016, de 22 de junio, dictada en el PO 168/2016, que 

declaró la nulidad de la Ordenanza de recogida de basuras aprobada por 

Acuerdo plenario del Ayuntamiento de Calvià de 9 de septiembre de 2013 

(BOIB, núm. 136, de 3 de octubre de 2013). 

Posteriormente, y con argumentos parecidos, un conjunto de afectados planteó 

diversos recursos que perseguían la anulación de las nuevas ordenanzas, 

disposiciones que intentaron cumplir los requisitos que motivaron la anulación 

de las aprobadas en 2011 y 2013. 

En este caso se impugnan la Ordenanza Fiscal reguladora de la tasa por el 

servicio de recogida de basuras y la Ordenanza reguladora de la tasa por 
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servicios de tratamiento y eliminación de residuos sólidos urbanos, aprobadas 

por sendos acuerdos del Pleno municipal de Calvià de 18 de diciembre de 

2014, que modificaron diversas ordenanzas fiscales reguladoras de diferentes 

tributos locales, para su aplicación a partir del 1 de enero de 2015 (BOIB, núm. 

175, de 23 de diciembre de 2014). La impugnación se basa en el hecho de que 

la demandante considera que el Ayuntamiento no ha justificado en los informes 

técnicos y económicos el reparto de los costes de la carga tributaria, con 

vulneración de lo dispuesto en el artículo 3.1 de la LGT y 24-4 del TRLRHL.  

En principio, como podemos ver, se trata de una cuestión eminentemente 

tributaria, pero lo que interesa a los efectos de esta crónica es analizar la 

dimensión ambiental del problema. Así, nos centraremos en aquello que 

concierne al análisis de la proporcionalidad en la aplicación del coste del 

sistema. 

El Ayuntamiento de Calvià alega que ha tenido en cuenta la Sentencia núm. 

602/2014, de 25 de noviembre, dictada por esta Sala, y por ello ya ha 

procedido no solo a la determinación de los costes del servicio, sino también a 

realizar estudios que desglosan el detalle de la generación de residuos por 

diferentes sectores o actividades, todo ello con la finalidad de poder repartir el 

coste del servicio de acuerdo con los principios de capacidad económica y 

proporcionalidad. Así, el Ayuntamiento aportó a tal efecto con su contestación a 

la demanda un informe realizado por una empresa que acredita que los 

criterios de distribución reflejados en las dos órdenes impugnadas son 

ajustados a derecho y a la Sentencia de la Sala núm. 602/2014 y muy similares 

a los empleados por otros muchos municipios españoles. De hecho, la 

Sentencia núm. 602/2014, de 25 de noviembre, motivó que se dictara la 

Resolución de Alcaldía de 12 de diciembre de 2014, que estableció que los 

distintos departamentos municipales implicados en la redacción y elaboración 

de esas ordenanzas, y en especial la empresa municipal Calvià 2000, llevaran 

a cabo estudios técnico-financieros dirigidos a detallar la generación de 

residuos por sectores o actividades. Todo ello con la finalidad de la carga de 

acuerdo con los principios de capacidad económica y proporcionalidad en el 

coste del servicio. 
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Así las cosas, la realidad es que el contenido del informe técnico que sustenta 

las tasas impugnadas introduce datos nuevos importantes que, a diferencia de 

lo que ocurría en las otras ocasiones, ahora sí permiten revisar la contribución 

y distribución de la carga tributaria. Como afirma el Tribunal: 

Es cierto que el Ayuntamiento no ha realizado ni elaborado los informes 

técnicos económicos o Memoria sobre la base de la carga de residuos que 

genera cada sector o actividad, que, como en su día se dijo en las 

sentencias de la Sala citadas, podría servir para valorar la proporcionalidad 

en el coste del servicio. Pero hemos de señalar que ese sistema indicado 

no es el único posible para garantizar la proporcionalidad y distribución de 

la carga tributaria. El Ayuntamiento de Calviá en sus informes técnico 

económicos parte de una distribución de los costes del servicio entre los 

distintos sectores, y aunque no se calcule el tonelaje de residuos según su 

origen, lo que importa es que se distribuya el coste del servicio sobre los 

distintas actividades de forma racional y adecuada a una proporcionalidad 

que permita su revisión. Y ese proceder supone un cambio cualitativo 

trascendente frente al anterior planteamiento e informes técnicos emitidos 

en las anteriores Ordenanzas, que como señalaba la sentencia 602/2014 

solamente detallaban las unidades de cada actividad y la tarifa que se le 

reclamaba, de forma que con tales datos no era posible en absoluto 

examinar si la Ordenanza cumplía con los requisitos de igualdad, 

proporcionalidad, capacidad económica y equivalencia. 

Pero además en este debate y periodo probatorio, el Ayuntamiento 

acredita dos cosas: a) prueba la imposibilidad de que por medios técnicos 

puedan obtenerse los datos concretos de generación de residuos por 

sectores individualizados y b) prueba que la distribución recaudatoria que 

la tasa establece, no resulta arbitraria. 

El pleito cumplimentó el trámite de prueba y se emitió un dictamen que el 

Tribunal resume de la siguiente forma: 

1º.- la opción del Ayuntamiento para la distribución de costes de la 

prestación del servicio de recogida de basuras y eliminación de residuos se 

establece sobre la distinción de actividades, esto es, vivienda/residencial, 

hoteles, restauración etc. 

2º.- no es posible contabilizar la cantidad de residuos generados por cada 

uno de los grupos de contribuyentes o epígrafes de actividades. Ello es 
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debido a la recogida conjunta de residuos de rechazo, porque se vierten en 

un mismo contenedor de basura todos ellos, con independencia del grupo 

o tarifa que se haya asignado al generador de esos residuos. 

3º.-no sólo el tonelaje de residuos recogidos incide en el coste del servicio, 

sino que influyen además otros factores como son los medios usados en la 

recogida; la configuración misma de las rutas, porque no es lo mismo la 

recogida en un sistema urbano de modelo vertical, —que recoge mucho 

volumen en poco recorrido—, que un modelo de urbe horizontal con 

muchos núcleos poblacionales y con largos recorridos de recogida, como 

es el caso de Calviá; influye también la variación poblacional como ocurre 

en municipios de gran estacionalidad siendo ese municipio una población 

donde la industria turística es su principal actividad. 

4º.- el informe hace una previsión de la producción de residuos generados 

por cada grupo con un nivel de error aceptable, sobre la base de la 

información mensual relativa a las toneladas recogidas por rutas de los 

camiones, y como la variación estacional de las mismas incide en las 

toneladas recogidas. 

5º.- la Ordenanza de recogida de residuos se compara también con la de 

otras Ordenanzas análogas dictadas por otros Ayuntamientos y 

concretamente con las tarifas de las Ordenanzas de las localidades de 

Adeje, Benidorm, Alcudia, Lloret de Mar y Salou. Se realiza un análisis 

comparativo de los grupos y segmentos de contribuyentes y 

proporcionalidad de tarifas intersegmento y criterios de correlación de las 

tarifas de recogida aplicada en otros municipios comparables en razón de 

su tamaño y actividad turística preponderante. El documento concluye que 

existe elevada dispersión tanto de los parámetros concretos utilizados para 

determinar la estructura tarifaria, como de los importes de la tasa 

correspondientes a cada tarifa concreta. Pero, la distribución de los costes 

incurridos en la prestación del servicio de recogida de residuos, atendiendo 

al tipo de actividad (doméstica, hotelera, restauración etc.) y dimensión de 

las viviendas o establecimientos es la opción elegida por la mayoría de 

Ayuntamientos con características similares al de Calviá. (página 4 del 

informe folio 209 de los autos) 

6º.- analiza ampliamente el coste del servicio de recogida de basuras 

agrupando los 12 epígrafes distintos que contempla la Ordenanza en 3 

grupos de contribuyentes a saber: a) vivienda/residencial; b) hotelero y 

asimilados y c) comercial, restauración y otros (puertos deportivos, 
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discotecas etc.). Examina la correlación entre los porcentajes de 

generación de residuos de rechazo e ingresos derivados para cada uno de 

los grupos. 

Por todo ello, se considera que en el informe técnico-económico que 

fundamenta las ordenanzas impugnadas se adoptan unos criterios que, aunque 

distintos de los apuntados por la Sentencia núm. 602/2014 de esta Sala, se ha 

demostrado que son acordes a una distribución proporcional de la carga 

tributaria y al sometimiento del Ayuntamiento a lo establecido en el artículo 3.1 

de la LGT y el artículo 24-4 del TRLHL. Y esto es lo que, en definitiva, importa. 

En el período probatorio la parte actora no ha desvirtuado la irracionabilidad del 

porcentaje fijado en dichos informes técnicos, extremo este que era carga 

probatoria que le incumbía, y, por el contrario, el Ayuntamiento ha acreditado 

no solo la imposibilidad técnica de poder contabilizar la carga de residuos 

generada por cada sector individualmente considerado, sino que, además, 

demuestra una correcta y proporcional distribución del coste del servicio 

prestado entre las distintas actividades y sectores. 

Con todo ello, y a diferencia de las anteriores ordenanzas impugnadas, esta 

vez el TSJIB desestima el conjunto de recursos formulados y confirma los actos 

que aprobaron la Ordenanza Fiscal reguladora de la tasa por el servicio de 

recogida de basuras y la Ordenanza reguladora de la tasa por servicios de 

tratamiento y eliminación de residuos sólidos urbanos, aprobadas por sendos 

acuerdos del Pleno municipal de Calvià de 18 de diciembre de 2014 (BOIB, 

núm. 175, de 23 de diciembre de 2014). 

La pregunta que sigue quedando en el aire es la de si estamos orientando la 

política de residuos hacia paradigmas de reducción de su generación y de 

máxima optimización del sistema de recuperación, reutilización y recirculación, 

y reciclado. El enfoque recaudatorio no parece ser la mejor opción, aunque 

debe encontrarse un sistema más justo, proporcional y equilibrado que prime 

las economías familiares y las actividades que mejor traten los residuos que 

generan, premiando la minimización en la generación. Hoy no parece muy justo 

que paguen tasas similares quienes lo tiran todo a la fracción de rechazo 

respecto de quienes lo separan todo y reducen al máximo la generación. El 

caso que hemos revisado plantea la penalización a los grandes generadores 
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de residuos, pero está lejos de la modalidad tipo Tax & Bag o pago por bolsa o 

generación1. 

 

4. SOBRE LOS LÍMITES DEL ALCANCE DE LOS PROYECTOS DE 

URBANIZACIÓN. LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

DE LAS ISLAS BALEARES NÚM. 127/2017, DE 28 DE MARZO (ID. CENDOJ 

07040330012017100122) 

A menudo nos encontramos con simples proyectos de urbanización que 

exceden del ámbito objetivo que legalmente les corresponde al adoptar 

planteamientos más propios de instrumentos de ordenación (planes generales 

o planes parciales), con lo que eluden la compleja tramitación y los controles a 

los que la legislación urbanística somete el planeamiento, mientras que un 

proyecto de urbanización resulta mucho más sencillo de aprobar. 

En el caso que nos ocupa, la controversia se centra en los siguientes aspectos 

que la parte actora considera que exceden del ámbito propio de un proyecto de 

urbanización: la zonificación y superficie de las parcelas definidas en el Plan 

Parcial; las previsiones de un vial de circunvalación; la fijación de la red de 

aguas residuales y estación impulsora; la ordenación de la red de 

abastecimiento de agua potable y depósito regulador; y las previsiones en 

torno a la red de evacuación de aguas pluviales, zanjas de drenaje y pozos de 

infiltración. 

Si bien es cierto que, considerados de forma individualizada, la mayoría de 

estos aspectos pueden responder a las previsiones que estableció en su día el 

Plan Parcial de 1981, al darse el hecho de tratarse de actualizaciones 

necesarias o adaptaciones de estas debido al tiempo transcurrido y a los 

cambios normativos que se han producido desde entonces, también lo es que, 

consideradas en su conjunto todas las previsiones del Proyecto de 

Urbanización impugnado respecto a esos servicios e infraestructuras, la 

conclusión a que se llega es que suponen una notable alteración de las 

                                                 
1 http://www.portaaporta.cat/documents/arxiu_portaaporta_50.pdf 
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determinaciones inicialmente establecidas por el Plan Parcial y recogidas luego 

en las NNSS de 1999. 

Esta vía (o atajo) es cuestionada por la demandante por los motivos siguientes: 

la vulneración de la Ley 11/2006, de 14 de septiembre, de evaluaciones de 

impacto ambiental y evaluaciones ambientales estratégicas en las Illes Balears, 

por no haberse sometido el Proyecto de Urbanización a evaluación de impacto 

ambiental; el incumplimiento del Plan Hidrológico de les Illes Balears; la 

posibilidad de que se contaminen los pozos de suministro afectos a la 

concesión de Aguas del Término de Marratxí, S.A.; y la producción de daños 

en las instalaciones de Golf Son Verí, S.A. Es evidente que la vía de escape 

que reduce o anula el control ambiental es un ejercicio arriesgado por las 

consecuencias que puede acarrear sobre el suministro de agua potable en el 

municipio. 

Así, la falta de una visión de conjunto en el planeamiento conlleva que la 

solución que ahora se incorpora mediante el Proyecto de Urbanización 

suponga una innovación en la ordenación del sector, dado que la red de 

evacuación de aguas pluviales no aparecía como tal en el Plan Parcial de 

1981, pues este incluía todo el ámbito de actuación (y no solo el subpolígono al 

que se ciñe el Proyecto), siendo la escorrentía el modo de evacuar esas aguas. 

Por otro lado, en el Proyecto de Urbanización del año 1985 no se hacía 

tampoco mención a este tema, por lo que el hecho de que se diseñe ahora una 

red y se prevean diversos sistemas para la eliminación de las aguas de lluvia 

(zanjas filtrantes y pozo de infiltración) aparece por primera vez con ocasión de 

la actualización del Proyecto de Urbanización. Estas previsiones fueron, 

además, informadas desfavorablemente por la Dirección General de Recursos 

Hídricos el 1 de septiembre de 2010. 

El Tribunal, en un apartado del largo fundamento de derecho primero, afirma: 

Atendiendo a lo que establecen los artículos 13.2.f) TRLS 1976 y 45.1.g) y 

53.5 RPU, se trataría, ésta, de una determinación de ordenación que 

debería estar prevista en el Plan Parcial, puesto que la elección entre las 

diversas soluciones exige una figura de planeamiento, sin que sea 

suficiente un instrumento de ejecución —como es el Proyecto de 

Urbanización— el cual, en este caso concreto se encontraría con que no 
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existe previsión alguna que llevar a la práctica, ante el silencio del Plan 

Parcial a este respecto. Este razonamiento ha de conducir a la estimación 

del recurso por esta causa y considerar que el Proyecto de Urbanización 

aprobado en mayo de 2013 se excedió del ámbito que tiene encomendado 

este tipo de proyectos, sustituyendo lo que debió ser previsto en el Plan 

Parcial. 

A lo que añade a continuación: 

La conclusión a que acaba de llegarse se ve reforzada por las propias 

condiciones y prescripciones a que se sometió el acuerdo de aprobación 

definitiva del Proyecto de Urbanización, que denotan que, dada su entidad, 

era precisa la previa o simultánea modificación del Plan Parcial para que 

fuera posible la aprobación del proyecto que lo ejecutaba; así, según el 

acuerdo de 28 de mayo de 2013, esta aprobación, además de tener que 

cumplir las determinaciones de la autorización de la Dirección General de 

Recursos Hídricos, quedaba condicionada a lo que señalaban los informes 

de los servicios jurídicos y técnicos de la Corporación (que se transcribían 

en la parte expositiva del mismo acuerdo, y que se referían, principalmente, 

a las redes de aguas residuales, de pluviales, y de agua potable, al 

alumbrado público y telefonía), y, en especial, a las condiciones que se 

imponían en el punto 2 del acuerdo (para evitar la contaminación de 

acuíferos y sobre suministro de agua potable). Es decir, una serie de 

condicionantes de tal entidad que evidencian que lo previsto en el Proyecto 

de Urbanización debió ir precedido de la imprescindible modificación del 

plan que se ejecutaba, esto es, el Plan Parcial. 

Por tanto, ya se consideren las previsiones en su conjunto o se parta de la 

base de las relativas a la evacuación de aguas por sí solas, la conclusión a que 

ha de llegarse es que el Proyecto de Urbanización aprobado en 2013 

sobrepasó su ámbito objetivo por no ajustarse (en exceso) a las 

determinaciones del Plan Parcial que debía ejecutar. 

El Proyecto de Urbanización altera previsiones del Plan Parcial de 1981 al 

instaurar una nueva ordenación de la red de aguas pluviales, alcantarillado y 

suministro de agua potable. En efecto, no se trata, por ejemplo, de un colector 

de aguas pluviales o de modificaciones en algunos pozos de registro, sino que 

nos encontramos ante una nueva red de aguas pluviales íntegramente 
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implantada por el Proyecto de Urbanización, es decir, sin que estuviera prevista 

en los instrumentos de planeamiento urbanístico. Con el Proyecto de 

Urbanización del caso también se modifican la edificabilidad y el 

aprovechamiento previsto en las Normas Subsidiarias revisadas en 1999. Ello, 

además, comportaba eludir algunos de los controles ambientales del conjunto 

desde la visión preventiva de un instrumento de ordenación. Por ello, el 

Tribunal concluye lo siguiente: 

Y si es que acaso el Proyecto de Urbanización hubiera atendido con ello a 

previsiones impuestas por normas sectoriales, por ejemplo, en materia de 

medio ambiente, debe tenerse en cuenta que ello tampoco es 

jurídicamente admisible. En tal caso lo procedente sería la previa 

alteración de la ordenación urbanística porque el Proyecto de Urbanización, 

como decíamos, ha de ser realmente un acto de aplicación de la normativa 

urbanística. En definitiva, pues, el Proyecto de Urbanización impugnado 

modifica los parámetros de la ordenación urbanística, incluidos los relativos 

a las superficies destinadas a usos lucrativos, y con esa alteración, falta de 

amparo en los instrumentos de planeamiento urbanístico, incurre en el 

vicio de anulabilidad apreciado en la sentencia apelada. 

Recordemos que la Sentencia apelada núm. 336/2016, del Juzgado núm. 3, 

había estimado los recursos contencioso-administrativos de Aguas del Término 

de Marratxí, S.A., y de Golf Son Verí, S.A., y había anulado el Acuerdo 

impugnado del Ayuntamiento de Marratxí, adoptado en sesión celebrada el 28 

de mayo de 2013, por el que se aprobó definitivamente el Proyecto de 

Urbanización del SAU 2.1 del término municipal de Marratxí. La apelación 

contra la sentencia del Juzgado fue instada por el Ayuntamiento y por otros tres 

particulares interesados. 

El resultado final de esta apelación no acepta los argumentos ni del 

Ayuntamiento ni de las otras demandantes y desestima plenamente el recurso, 

de forma que confirma la Sentencia núm. 336 de 2016, dictada por el Juzgado 

de lo Contencioso-Administrativo núm. 3 de Palma de Mallorca. En este caso, 

el peso de los controles previstos para la modificación del planeamiento 

urbanístico, especialmente los ambientales, ha sido el fundamento para 

considerar que el proyecto impugnado excede del ámbito objetivo que 
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legalmente corresponde a este tipo de instrumentos, ya que, a juicio del 

Tribunal, establece determinaciones propias del Plan Parcial que ejecuta. 
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